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			Introducción

			Los retos del sector audiovisual ante la crisis

			La celebración de las Jornadas CONTD (Contenidos para la Televisión Digital) en el Aula Magna de la Universitat de València el 20 de mayo de 2013, nos ha permitido reunir un año más a profesionales de la comunicación, académicos y estudiantes para reflexionar y debatir diferentes aspectos que atañen al presente, pero sobre todo al futuro, del sector audiovisual en general y de la televisión en particular. En esta sexta edición, nos dedicamos a explorar las consecuencias que está teniendo la profunda crisis económica y financiera en un ámbito que se ha mostrado especialmente vulnerable, como es el audiovisual. Estamos siendo testigos de cómo está cambiando el modelo de negocio; cómo estructuras empresariales, tanto público como privadas, que hasta hace poco tiempo eran muy sólidas, se desvanecen sin remedio; cómo se transforman las fórmulas de financiación y productos viables tan sólo unos años atrás y que ahora dejan de serlo; o cómo se modifican la manera de producir, distribuir y consumir los contenidos audiovisuales gracias a la tecnología digital y los nuevos dispositivos y soportes. 

			Ante este escenario tremendamente complejo y cambiante, nos parecía necesario sentar a los representantes del sector para pensar y discutir qué derroteros está tomando y debería tomar un sector en profunda revisión. Con este objetivo, organizamos una serie de conferencias, mesas redondas y charlas a las que asistió un público numeroso muy interesado en conocer de primera mano la situación de una industria cultural con un potencial social y económico extraordinario. Entre las conclusiones que se pudieron extraer de aquellos encuentros, destaca, como no podía ser de otro modo, la profunda incertidumbre que invade al sector audiovisual. Para muchos, la crisis ha evidenciado los problemas estructurales de un sector que, seguramente, no ha crecido de manera ordenada. Hay quien habló de «burbuja audiovisual» para referirse al desarrollo de un modelo que ha fracasado desde el punto de vista industrial, pero también cultural y socialmente. El sector audiovisual está conmocionado por cómo se está desarrollando esta crisis, especialmente por las dificultades que existen para financiar los proyectos, con el parón que eso representa en términos productivos y de destrucción de puestos de trabajo.

			Según muchos de los asistentes, el período de crisis en el que nos encontramos tendría que ser aprovechado por la sociedad para repensar el sistema audiovisual, de manera que la televisión pública ocupara una posición central que le permitiera convertirse en punta de lanza y motor de esta industria, teniendo en cuenta que la televisión pública en España, a diferencia de lo que se suele decir, es una de las peores financiadas de Europa. En esta coyuntura, las televisiones públicas autonómicas y locales tendrán sentido siempre y cuando ofrezcan contenidos de proximidad, no estén politizadas y respondan a las necesidades de los ciudadanos. Por consiguiente, se tienen que buscar fórmulas de financiación estables para que las cadenas públicas y privadas puedan convivir plenamente en lugar de competir entre ellas por unos recursos cada vez más exiguos mientras la influencia social y, por tanto, los ingresos publicitarios, se están desplazando inexorablemente hacia Internet y las grandes compañías de comunicación digital. Las televisiones, pues, tendrán que saber adaptarse a esta nueva situación sin costes sociales ni culturales. Internet tiene que ser un aliado de las cadenas y no un competidor. Probablemente, la televisión en directo sólo se utilizará para casos muy puntuales mientras el consumo «a la carta» se acabará imponiendo de manera progresiva. Por esa razón, las instituciones deben facilitar que una mayoría social tenga acceso a la red, rompiendo con barreras económicas que impidan entrar a amplios sectores poblacionales en la Sociedad del Conocimiento. 

			Por otra parte, algunos de los cambios propiciados por la crisis tienen que ver con la aparición y consolidación de nuevas fórmulas de financiación que están permitiendo la producción de proyectos audiovisuales al margen de los canales institucionales, a la búsqueda de nuevas historias por contar o de las mismas historias de siempre, pero contadas de forma distinta. Están surgiendo nuevas ideas y herramientas, como las redes sociales o los dispositivos móviles, a los que debemos dedicar la máxima atención. El desarrollo del sector audiovisual tiene que pasar, sin duda, por diversificar el mercado, conocer al cliente y al público, así como internacionalizar la producción, teniendo en cuenta que estamos ante una industria cada vez más global. Poco a poco, habría que ir consolidando un tejido industrial que hoy por hoy todavía es muy precario. Pero para salir fuera y situarse en una mejor posición para hacer frente a la crisis hay que esforzarse mucho e invertir en talento, en creatividad, valores a los que no se concede la importancia estratégica que tienen.

			Los textos que conforman este volumen son una selección de las conferencias, ponencias y comunicaciones presentadas en las diferentes sesiones que dieron forma a CONTD 2013. Se añaden, además, los trabajos de los miembros del Grupo de investigación CONTD de la Universitat de València, que colabora cada año con el Máster Oficial en Contenidos y Formatos Audiovisuales de la institución en la organización de dicho encuentro. Esperamos que estos trabajos cumplan con las expectativas y arrojen un poco de luz a un panorama confuso e incluso sombrío, pero siempre apasionante.
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			Prólogo

			El caso español: mutación ideológica de modelos

			En abril de 2012, el Diario Oficial de la UE publicó una resolución solemne del Parlamento Europeo que proclamaba el papel fundamental «de un sistema dual europeo realmente equilibrado en radio y televisión» (DUE, 3-4-2012. 2012/C99 E/11). En esta decisión, basada en un texto anterior de la comisión de cultura y comunicación, y respaldada por una amplísima mayoría de parlamentarios (522 votos a favor contra 22 votos, y 62 abstenciones), la sede de la soberanía democrática de la Unión reafirma la necesidad de «un servicio público de radiodifusión independiente, fuerte y vivo, que se adapte a las demandas de la Era Digital»; y señala la prioridad de los Estados miembros de apoyar la independencia, las misiones y la financiación de este servicio público, y su compromiso con estos criterios europeos. Para ello recuerda el carácter imprescindible de una «financiación apropiada, proporcionada y estable»; y recomienda que los directivos y consejeros sean nombrados «sobre la base de su competencia y conocimiento del sector de los medios de comunicación», y que la supervisión sea realizada por «reguladores independientes».

			El asunto tiene una profunda significación en el marco de la Unión Europea en la que nos integramos porque el servicio público está reconocido oficialmente en los tratados y la Constitución europea, desde el Protocolo de Amsterdam de 1989, con múltiples pronunciamientos oficiales posteriores de la Comisión, el Parlamento y el Consejo de Europa. Todos ellos recalcan la trascendencia del servicio público para las «necesidades sociales, culturales y democráticas» de nuestros países, y exigen una financiación suficiente para cumplir sus misiones, incluyendo su papel esencial en la Sociedad de la Información para todos y su función de dinamizador de un nuevo modelo económico. 

			Pero la decisión citada del Parlamento Europeo no puede ser considerada una más de sus numerosas reafirmaciones en este sentido desde hace más de veinte años —como del Consejo de Europa y de la misma Comisión de Bruselas—, porque, aparte del valor de su reciente adopción, contiene advertencias inusitadas y tajantes, ajustadas a los tiempos actuales: «Demanda a los Estados miembros que pongan fin a las injerencias políticas en lo tocante a los contenidos ofrecidos por las organizaciones de servicio público».

			Ciertamente, esta declaración llegó en coincidencia con diversas amenazas a la independencia y la sostenibilidad del servicio público en varios países del antiguo «socialismo real» del Centro y Este de Europa, con tendencias autoritarias crecientes, y en países rescatados financieramente como Portugal y Grecia. Pero también coincidió con las primeras y trascendentales reformas del PP, recién llegado al gobierno de España a finales de 2011: los puntos esenciales de esta declaración parecen en efecto aplicarse punto por punto —pero en sentido negativo— a las medidas audiovisuales de los primeros meses del gobierno de Mariano Rajoy, profundizadas después en muchos casos.

			La «herencia» audiovisual del gobierno Zapatero

			La base inevitable para analizar las decisiones del gobierno del PP sobre la televisión ha de ser necesariamente la «herencia recibida» del gobierno socialista anterior y su huella audiovisual. Además, la «televisión de la crisis» está a caballo de ambos ejecutivos, tanto en el sentido literal (crisis económica con sus recortes financieros) como en el figurado: contrarreforma político-ideológica so pretexto de la crisis.

			En primer lugar, hay que destacar la reforma de la Corporación RTVE de 2006, que puede considerarse histórica en España, porque homologaba por fin el servicio público estatal de radiotelevisión con el modelo occidental europeo, tanto en autonomía editorial, cortando los lazos de dependencia gubernamental, como en la mayoritaria financiación pública y en la definición de las misiones de servicio público. Sus jalones esenciales fueron la elección por consenso (dos tercios del Parlamento) del presidente y del Consejo de Administración de la Corporación, y la independencia consiguiente de los informativos, blindada por un Estatuto de la Información y un Consejo de Informativos; pero también el mandato marco a nueve años que definía las tareas de servicio público; la reglamentación del derecho de acceso reconocido en la Constitución (artículo 20); y la transparencia de una financiación suficiente y mayoritariamente garantizada por el Estado (con absorción de la deuda histórica acumulada). 

			Pero, como hemos destacado en otros textos (Bustamante, 2013), es importante mencionar en este balance los aspectos negativos de sus reformas, incluso parcialmente desde la primera legislatura del gobierno socialista: frente a la propuesta del Informe del Consejo para la Reforma de 2005 de elegir al director general mediante un concurso público y abierto, el grupo parlamentario socialista prefirió la proposición de los grupos parlamentarios; frente a su recomendación de un Consejo de Administración de 8 miembros, propuestos por el Congreso y el Senado (y apoyados por la mitad de los grupos parlamentarios en cada caso), el Consejo Audiovisual y los sindicatos más representativos, el gobierno e incluso los grupos minoritarios prefirieron que se eligieran 10 de los 12 miembros por cuotas de partidos (aunque se aceptó la presencia de dos representantes de los sindicatos mayoritarios que rompía la dinámica partidista). Además, el ERE indiscriminado de más de 4.000 trabajadores privó al servicio público de buena parte de sus mejores profesionales por criterios irracionales de edad; y las leyes del Audiovisual y del Consejo Audiovisual quedaron paralizadas, dejando la reforma inconclusa y coja en aspectos claves del sistema. 

			Sin embargo, se mantiene nominalmente la ilusión del gran eslogan del gobierno Zapatero, basado en el ensanchamiento del pluralismo de oferta que, más allá de la propia RTVE y las promesas de extensión de la reforma a los canales autonómicos (en la práctica sólo adoptada parcialmente por la Corporación Catalana de Medios Audiovisuales [CCMA], por la andaluza Canal Sur y la Televisión del Principado de Asturias [TPA]), se fundamentaba en la apertura forzada de dos canales nuevos «progresistas», Cuatro y La Sexta, cuyo relativo ascenso de audiencias prometía un cambio en el mapa televisivo comercial.

			 En la segunda legislatura (la décima de la democracia), ese gran lema se deteriora a ritmo rápido: primero, por la dudosa reforma financiera de 2010 de RTVE, que eliminaba la publicidad haciendo depender al servicio público de las «tasas» privadas, en lo que se interpretó unánimemente como una cesión vergonzante al lobby de la televisión privada negociada por la vicepresidenta María Teresa Fernández de la Vega; pero además, ese mismo decreto-ley (Ley 8/2009, BOE 31-8-2009) llenaba de exigencias al servicio público mientras congelaba sus presupuestos, debilitando así financieramente a RTVE, cuyo contrato-programa quedó sin consumar. Se añadió pronto la inestabilidad institucional generada tras la dimisión del presidente Alberto Oliart (julio de 2011). Aun con todo, la desgubernamentalización conseguida, inédita en tres décadas de democracia, vino refrendada por los españoles con el liderazgo general de TVE y la primacía permanente de audiencias de sus informativos.

			Tan grave o más que esa contrarreforma en el polo público fue la realizada paralelamente en el campo privado, iniciada fuertemente con el llamado «decreto-pro-concentración» que permitía las fusiones entre concesionarios al elevar el listón permitido hasta un 27% del share medio, tres cadenas de ámbito estatal y ocho programas (Ley 7/2009, BOE de 4-7-2009); como se preveía entonces, se abrió paso así a la absorción por las dos grandes cadenas clásicas de los nuevos canales, rápidamente realizada entre Telecinco y Cuatro y pronto negociada entre Antena 3 y La Sexta. La destrucción temprana de esos logros de pluralismo, sin el menor reconocimiento autocrítico de su fracaso por parte del gobierno y la consolidación agigantada del duopolio anterior (1990-2005), se reforzaron además con la drástica rebaja de exigencias de interés general a los concesionarios privados que supuso la Ley General del Audiovisual de 2010: alargamiento y prórroga automática de las concesiones, desregulación especialmente de la publicidad comercial hasta límites insólitos en la regulación española y en toda la UE con el pretexto de aplicar la última directiva de Servicios Audiovisuales (especialmente en la publicidad indirecta y en el tiempo de «telepromociones»), disminución de obligaciones respecto al cine y la producción audiovisual (incluyendo la ficción serial en las inversiones exigidas)… La paralización de la creación del CEMA (Consejo Estatal de Medios Audiovisuales), prevista en esa ley pero boicoteada por el grupo parlamentario del PP y olvidado en sus prioridades por el gobierno, completaba ese vuelco a favor del polo privado.

			No se puede dejar de citar, finalmente, el embrollo jurídico generado por estos Gobiernos socialistas en la transición a la TDT, presentada oficialmente como modélica pero duramente cuestionada por el Tribunal Supremo en noviembre de 2012 con una sentencia que cuestiona la adjudicación por el Consejo de Ministros de nueve licencias de canales privados sin concurso previo ni condiciones objetivas, como obligaba la propia Ley General Audiovisual. Si añadimos la necesidad planteada a corto plazo de una nueva migración de frecuencias para maximizar el dividendo digital y ganar espacio para la telefonía móvil, que penalizará especialmente a los canales públicos (de TVE y de las televisiones autonómicas) y ocasionará presumiblemente nuevos gastos a los hogares, hay que concluir que el apagón analógico fue una chapuza tecnológica, además de un fraude en términos de diversidad cultural e informativa.

			Gobierno del PP (2011-2013): profunda regresión democrática

			En sus primeros dieciocho meses de gobierno, el PP ha mostrado una intensa actuación en el campo audiovisual, tanto económica como regulatoria, utilizando para esta última la vía del decreto-ley amparado por la urgencia, y justificando siempre sus decisiones por la austeridad y la eficiencia ante la crisis. Pero el sentido de todas sus decisiones se muestra como claramente autoritario, con connotaciones muchas veces de retorno a situaciones previas a la transición democrática, al tiempo que son claramente favorecedoras a los grupos privados televisivos y audiovisuales.

			Las decisiones de mayor repercusión afectan sin duda a la Corporación RTVE, en donde se puede decir que han dado un vuelco completo a su situación anterior. Así, desde el ángulo financiero, ya en su primer Consejo de Ministros, celebrado en diciembre de 2011, anunció un recorte para 2012 del presupuesto de gastos en 204 millones de euros (un 17% del presupuesto total, más de un 37% de la subvención comprometida); y en los Presupuestos Generales del Estado para 2013 añadió un recorte suplementario de 50 ME (millones de euros). Con pérdidas oficiales de más de 100 ME en 2012 y un déficit de 110 ME en 2013, con un presupuesto reducido de los 1.200 ME anteriores a los 941,6 ME para 2013 y nuevos ajustes anunciados para 2014 (más de 30 ME en gastos de personal), la corporación de servicio público entraba así en un período de absoluta incertidumbre respecto a su estructura (recortes salariales añadidos, probable nuevo ERE) y su oferta programática. 

			Tan graves o más que los recortes económicos son los cambios legislativos que retrotraen la estructura de gestión de RTVE a tiempos anteriores al Estatuto de 1980: cambio sustancial por Real Decreto de 20 de abril (BOE de 21-4-2012) del sistema de elección del presidente de la corporación, al exigir en segunda votación una mayoría simple del Congreso en lugar de la mayoría reforzada de dos tercios, «que ha demostrado ser ineficaz». De la misma forma, los miembros del Consejo de Administración podían ser nombrados con los solos votos del grupo gubernamental, se recortaba su número para expulsar a los representantes sindicales y se desprofesionalizaba su gestión al dejar de exigirles dedicación exclusiva. 

			Los nombramientos efectuados gracias a estas reformas legales —recurridas ante el Tribunal Constitucional por 50 diputados socialistas— superaron ampliamente los peores augurios. Como presidente de RTVE, tras cuatro votaciones, se designó a Leopoldo González Echenique, sin experiencia alguna en el campo audiovisual pero alto cargo del gobierno de Aznar. Para el Consejo de Administración, fueron asimismo elegidos candidatos sin rastro alguno de relación con la comunicación social, con el resultado de una aplastante mayoría de representantes del partido gubernamental y la ausencia total de propuestos por el PSOE, que sólo mantenía un representante residual. Más significativamente aún, el nombramiento del nuevo director de informativos recayó en Julio Somoano, directivo y presentador de los informativos de Telemadrid, renombrados por su absoluta manipulación a favor de la expresidenta Esperanza Aguirre, pese a su con­sideración como «no idóneo» para el cargo por un 70,97% de los 472 votos emitidos (8,05% a favor) por los profesionales audiovisuales de la empresa.

			Televisiones autonómicas: rumbo a la privatización del servicio público regional

			En todo caso, la hiperactividad gubernamental contra el servicio público no se quedó en RTVE. La ley 6/2012 (BOE de 2-8-2012) volvió a modificar la Ley General Audiovisual de 2010 (artículo 40, apartados 2 y 3) para permitir que los Gobiernos autonómicos pudieran «flexibilizar los modos de gestión de los servicios públicos de comunicación audiovisual autonómica», es decir, privatizar o externalizar a voluntad sus canales autonómicos, incluyendo los servicios informativos. 

			El cambio legal estaba hecho a medida de Telemadrid o la valenciana Canal 9, caracterizadas desde hacía años por su despilfarro económico a favor de periodistas y productoras amigas y por su manipulación descarada de la información, y castigadas por su caída libre de audiencias (menos del 4,5%), que podrían así confiar completamente su gestión a empresas privadas después de ejecutar ERE masivos que pusieron inmediatamente en marcha: Telemadrid, con pérdidas de 48 ME en 2012 y una deuda acumulada de 280 ME, planteó un plan de eliminación (elaborado por Deloitte y Cuatrecasas) de 925 puestos de trabajo (un 78% de su plantilla); RTVV (Radiotelevisió valenciana), con un endeudamiento total de 1.300 ME, planificó un ERE de 1.198 empleos (un 76% de su plantilla). Ni una sola crítica oficial a su gestión aparecía en los planes, ni siquiera sobre la inflación de costes producida por las productoras privadas amigas del poder o por la contratación masiva de periodistas y tertulianos militantes de la derecha.

			Puesto que, en época de hundimiento publicitario por la crisis, resultaba inverosímil una privatización por venta de las frecuencias, se daba por sentado que la fórmula más probable de privatización era la ya rodada por 7RM, la televisión autonómica de Murcia: externalización a grupos privados, mediando jugosas subvenciones públicas, de un servicio público cuya gestión e información quedarían fuera del control parlamentario y ciudadano. Según la prensa, potentes grupos privados ostentaban ya sus intenciones de concursar y se apresuraban para ello a fichar a exdirigentes notorios del PP como facilitadores de la operación. Pero si el ejemplo llegaba a cundir, la radiotelevisión autonómica, potencial factor de promoción económica de la cultura y la creatividad, pero también plataforma trascendental de la identidad y la diversidad, quedaría eliminada en buena parte de las regiones, o relegada en el mejor de los casos a una estructura secundaria, comercial y clientelar, sin dejar por ello de resultar manipulable por el partido gubernamental.

			Junto al ahorro, algunos dirigentes del PP se han atrevido a alegar la calidad como meta de sus ajustes y reformas. Pero en las radiotelevisiones regionales que controlan desde hace años, como Telemadrid o Canal 9, han impuesto gestiones partidistas, corruptelas intensivas, programaciones banales, informativos ostentosamente manipulados, castigados todos ellos con su rechazo por la mayoría de la población en forma de caídas espectaculares de sus índices de audiencia. Y en las nuevas autonomías bajo su control (Castilla-La Mancha, Baleares, Aragón), copian rápidamente este modelo con nombramientos sectarios o externalizan la gestión, incluso de los informativos, en manos de empresas clientelares y opacas, que corrompen hasta el extremo toda idea de servicio público. 

			La combinación explosiva, producida en RTVV, entre el despilfarro prolongado y la manipulación sistemática de una parte y la deslegitimación paralela del servicio público llevada al extremo en un ERE caprichoso y una externalización oscura de otro lado, culminará en el cierre por decreto de Canal 9 el 29 de noviembre de 2013, después de 24 años de emisiones, y tras la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana contra el expediente de regulación de empleo. Este remedo de la gesta griega irá, además, acompañado de un despliegue de demagogia sin límites: desde la Generalitat valenciana se intentará confrontar los servicios educativos y sanitarios con el servicio público de radiodifusión, como si éste no tuviera, además de sus misiones de pluralismo, una significación especial en la educación sanitaria y general de los ciudadanos; desde los medios de la derecha la perversión de los pretextos llegará al extremo al acusar a los profesionales de Canal 9 de haber avalado la manipulación, ignorando sus múltiples denuncias durante años y obviando su propio silencio y complacencia ante ella. Un cierre vergonzoso que, probablemente, anticipa el desenlace de la propia radio y televisión madrileñas (si el ERE correspondiente es rechazado judicialmente) y que destruye al mismo tiempo la casi totalidad de la producción audiovisual en esa comunidad, dejando inerme al resto de las industrias culturales.

			Porque, aunque resulte difícil de contabilizar todavía, parece claro el impacto de la crisis general de las televisiones públicas autonómicas sobre el audiovisual y la cultura española general, para la que ha venido significando no sólo un escaparate importante de promoción, sino también una fuente relevante de apoyo financiero a la producción, al audiovisual independiente en particular y, en general, al conjunto de la cultura, como han demostrado estudios recientes, como el elaborado por la consultora Accenture para la FORTA (Federación de Organismos Regionales de Televisión Autonómica) en 2011. Porque, sin llegar al extremo de RTVV o Telemadrid, todos los terceros canales han sufrido, asimismo, recortes importantes de sus presupuestos (71 ME menos para la CCMA, 58 ME de recorte para la RTVA-Radio y Televisión de Andalucía) que se suman a su fuerte caída de ingresos publicitarios, mientras han sido diezmados en sus gastos y en muchos casos abocados a un cambio drástico de modelo externalizado que difícilmente podrá en el futuro cumplir muchas funciones culturales. Efectos identitarios y democráticos, así como consecuencias económicas evidentes que pesarán duramente durante años.

			Televisión privada: concentración y descontrol generalizado

			Por contraste con la situación del servicio público central y regional, el panorama de las cadenas privadas en el primer año de mandato del PP está, en cambio, marcado por la consolidación del duopolio casi perfecto, que lleva a los dos grandes grupos, Telecinco y Antena 3 a acumular el 90% del mercado publicitario, pese a sumar algo más del 55% del share (contando todos sus canales generalistas y temáticos). Habiendo absorbido buena parte del mercado publicitario que antes correspondía a TVE, los dos grandes grupos televisivos privados conseguirán en buena medida, pese a la crisis creciente del mercado publicitario, mantener unos beneficios notables: 313 ME en 2010, 217 ME en 2011.

			Además, desde 2010 se suceden prácticas sistemáticas de violación de los tiempos comerciales permitidos, de los límites y exigencias para la publicidad no convencional e incluso de la separación entre programas y spots, sustituida casi siempre por rápidas ráfagas imprevisibles de autopromoción que dan paso inmediatamente a la publicidad, sin que ninguna autoridad responsable haya tomado medidas de ningún tipo.

			La operación de fusión entre Antena 3 y La Sexta había quedado en suspenso tras las condiciones impuestas por la Comisión Nacional de la Competencia (CNC), especialmente respecto a la comercialización publicitaria del grupo para garantizar la competencia en ese mercado, que el grupo Antena 3 había rechazado amenazando con abortar la operación. Pero el 24 de agosto de 2012, el gobierno se reúne para decidir, activando por vez primera la cláusula de la ley que regulaba su actuación excepcional «por razones de interés general» (ley 15/2007 de 3 de julio), enmendar la plana a la CNC, alegando «el mantenimiento del pluralismo informativo, pero sobre todo por el cumplimiento de la liberación del dividendo digital», y suaviza drásticamente esas exigencias, especialmente en materia publicitaria y de plazos.

			Tras esa absorción formal, el 1 de octubre, Mediaset y Antena 3 comenzaron, en cambio, una estrategia de revalorización del precio de sus espacios comerciales, imponiendo sus condiciones en el mercado, mientras la mayoría de los canales comerciales ajenos, suspendidos en tasas menores al 1% del share, se manifestaban incapaces de sobrevivir. Antena 3, seguida por Telecinco, llevaban así a cabo una paradójica política publicitaria, bautizada como de «pauta única», en la que los spots seguían el ritmo marcado por el canal líder que se imponía caprichosamente en la programación de los canales temáticos. A corto plazo, esto permitía a esos dos grandes grupos sumar la audiencia de todos sus canales para mantener y elevar las tarifas publicitarias altas; a medio-largo plazo, se frustraban las expectativas de una nueva publicidad, más ajustada a targets específicos y más cara, y por tanto las motivaciones para invertir en unos contenidos novedosos para los nuevos canales en TDT. Aunque la regla legal de tres canales nacionales, como mínimo, se mantenía formalmente, los restantes operadores estaban irremisiblemente condenados a una existencia residual.

			En fin, el gobierno de Rajoy tiene en sus manos una oportunidad de oro para, en cumplimiento de la sentencia del Tribunal Supremo (27-11-2012) que ha declarado acatar, realizar un nuevo concurso de las nueve licencias privadas cuestionadas a nuevos operadores para incrementar el pluralismo. Pero sus propósitos han ido más bien en el sentido de reducir drásticamente el número de múltiples y canales TDT ofertados, mientras que los dos grandes grupos privados presionan por una legalización forzada de sus licencias consideradas ilegales ahora.

			Final del non nato Consejo Audiovisual

			Por último, un proyecto de ley presentado al Congreso a finales de año (Diario de las Cortes Generales de 19 de octubre) venía a asestar un golpe decisivo a toda concepción equilibrada del espacio democrático español, al consagrar la supresión definitiva del CEMA previsto en la Ley General Audiovisual de 2010 con importantes competencias en el control del cumplimiento del servicio público y en la regulación del conjunto del audiovisual. Porque, como se reseña en los capítulos anteriores correspondientes, este Consejo, reclamado unánimemente por el Senado en 1995, exigido por el Informe del Consejo para la reforma de 2005, repetidamente recomendado por el Parlamento y por el Consejo de Europa, y única carencia de entre los 27 países de la UE, no había sido creado en la anterior legislatura por la falta de acuerdo en su nombramiento entre PP y PSOE. 

			Si embargo, en la nueva ley (Ley 3/2013, BOE de 5-6-2013), alegando siempre la austeridad y la eficiencia, esa non nata autoridad independiente se subsume en la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, junto con las competencias de las suprimidas autoridades de regulación de las telecomunicaciones, la energía, el transporte, el correo postal y la propia autoridad anterior de la compe­tencia, aunque tal supresión chocara frontalmente con la doctrina europea de autoridades independientes en campos muy diferentes y recibiera críticas serias de instancias europeas. Además, su proclamación como «independiente» es altamente cuestionable porque sus diez miembros son nombrados por el gobierno, a propuesta del Ministerio de Economía, y ratificados por el Congreso por mayoría simple.

			En lo que respecta al campo audiovisual, la eliminación de ese Consejo tan largamente demandado revelaba, además, la concepción gubernamental de la cultura y la información como simple mercado, fuera de toda implicación para el pluralismo y la diversidad, que ni siquiera son citados en el preámbulo de la ley ni en sus obligaciones. Estas funciones se limitan, en un solo artículo (art. 9), al control de las cuotas de obras europeas y de financiación anticipada, a los derechos del menor y los códigos de autorregulación, pero incluyen «la vigilancia del cumplimento de la misión de servicio público».

			Así, el gobierno, sin rubor alguno, se convierte en el guardián efectivo de la radiotelevisión pública y de la privada, incluso directamente, porque competencias clave como el catálogo de acontecimientos de interés general vuelven a depender de presidencia del gobierno, mientras las licencias privadas y las sanciones contra ellas se desplazan al Ministerio de Industria (disposición adicional 7.ª).

			Conclusiones: deterioro profundo del espacio democrático y de la diversidad

			Las múltiples decisiones adoptadas por el gobierno del PP sobre el audiovisual español en el primer año de su mandato no admiten muchas interpretaciones posibles. En lo que toca a RTVE, desde un punto de vista político, se trata de una regresión, al menos a los tiempos del Estatuto de 1980, si no a circunstancias anteriores, con su corolario de dependencia gubernamental extrema y de sospecha permanente de manipulación partidista. En algunos rasgos, como la designación y el funcionamiento del Consejo de Administración, la involución es incluso más larga, hasta antes del Estatuto, hacia los tiempos de la transición democrática, más convulsos como se sabe en RTVE que en el país en general. En términos económicos, RTVE y las televisiones autonómicas entran en una fase de profunda incertidumbre que puede abocar a su marginalización o su desaparición, según los casos. En el terreno de los contenidos, no se trata tanto de una violación sistemática de las cuotas de tiempo entre partidos, formalmente cuidadas, como del empobrecimiento sistemático del pluralismo social e ideológico, que se limita cada vez más a una visión autoritaria y «neocon» de la sociedad española en todos sus programas (informativos, pero también series, debates y tertulianos, nuevas «misiones» como la omnipresencia de los supuestos emprendedores y de la cultura empresarial…).

			Más allá de toda interpretación, las audiencias españolas han sancionado masivamente ese nuevo modelo, empujando a La 1 y al grupo entero (RTVE) a una tercera posición de audiencias, con pérdida sistemática de su liderazgo en informativos, en beneficio de los dos grupos privados dominantes (18,9% frente al 28,1% de Mediaset y el 25,8% de Antena 3 en 2012).

			Este reforzamiento del duopolio privado complementa el cuadro de conjunto, extendiéndose a todos los programas y exclusivas televisivas, con un mentís rotundo a la competencia por el mercado, lo que no excluye el agigantamiento de la capacidad del poder político de presionar y controlar la orientación general de contenidos de estos grupos comerciales. El resultado es una reducción drástica de la diversidad de oferta disponible: canales franquiciados a las majors, arrendados y subarrendados, nuevos canales de distribución para sus viejas librerías; informativos de misceláneas, inseparables de los realities y tertulias omnipresentes en rosa y negro, profusión de ofertas de tarot y televenta…

			Si contemplamos la televisión y el audiovisual como un sistema integrado, en el que sus diferentes elementos, públicos y privados, centrales y descentralizados, interactúan y compiten inevitablemente entre sí por el tiempo de los espectadores, marcando irremisiblemente la diversidad opcional de los ciudadanos, la degradación del polo público contrasta con el fortalecimiento del polo privado y su conformación en un duopolio casi perfecto e inamovible. El resultado escapa de la esfera política para entrar de lleno en la esfera cultural, con una seria disminución creciente de la oferta de cultura española y del grado de diversidad cultural disponible para los ciudadanos españoles. También se deducen graves consecuencias económicas sobre las industrias culturales, especialmente sobre las independientes y sobre las descentralizadas local o regionalmente, que sólo se verificarán a medio-largo plazo, lo que redundará en una mayor centralización todavía de las industrias culturales españolas.

			La «televisión de la crisis» no se limita, pues, a constituir un rosario de perjuicios y retrocesos financieros coyunturales sino que, como en tantos otros dominios de la sociedad española, se conforma como un cambio radical de modelo ideológico y social, que perdurará mucho más allá de la recuperación económica. En perspectiva están modelos televisivos ya largamente acuñados, como el estadounidense o el mexicano, cuyos efectos negativos sobre la vida política y social entera de esos países son bien conocidos.

			En fin, confrontando las decisiones gubernamentales en España en estos dieciocho meses del ejecutivo del PP, con la doctrina y las proclamas de los organismos europeos, en las que los europarlamentarios populares españoles participan, se encuentran tales y tan graves contradicciones que deberían forzar a la Comisión o al Parlamento Europeo a actuar, a pedir explicaciones y, probablemente, advertir o expedientar al gobierno español si no rectifica. Parafraseando recientes borradores de resolución europea, como la dirigida al gobier­no húngaro, Bruselas podría señalar que las actuaciones del gobierno español «plantean serias duras sobre el compromiso de respeto al Estado de Derecho, o a la comprensión de su significado en un sistema pluralista democrático».
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			La misión del servicio público de radiotelevisión

			Giacomo Mazzone1

			En memoria de Salvatore Mazzone

			Las transformaciones del mercado global del audiovisual 

			La competencia entre los contenidos audiovisuales que anteriormente tenía una escala nacional, y a lo largo de los años ochenta del siglo xx se transformó en continental, ahora es global. Sirvan como ejemplo de este escenario la televisión conectada o Internet. En ese sentido, los grandes competidores de las principales cadenas españolas generalistas, tanto públicas como privadas, como TVE (Televisión Española), Telecinco o Antena 3, no son el resto de cadenas generalistas, ni tan siquiera el conjunto de cadenas que emiten por la TDT. El gran competidor de la televisión, y más aún en el futuro, son compañías como Google, Apple o Samsung.

			Las empresas televisivas europeas están reaccionando de manera errónea 

			En una decisión equivocada ante los retos planteados, la mayoría de los medios europeos han empezado a pelearse entre ellos mientras el problema de fondo continúa sin resolverse. En Alemania y en Bélgica la prensa compite con la televisión pública; en Francia y en España, las televisiones comerciales se enzarzan en discusiones con las televisiones públicas por el reparto de la tarta publicitaria y de dinero público, cada vez más reducido. Disputan entre ellas cuando lo cierto es que la dimensión de las empresas no es equiparable y, por consiguiente, tampoco la capacidad económica de unas y otras. Google, en 2012, tuvo una facturación de 50.000 millones de dólares, mientras que la facturación de RTVE en ese mismo año fue solamente de 1,4 millones de dólares.

			Los recursos de los medios audiovisuales europeos decrecen 

			Si algo caracteriza el período actual es que los recursos y las audiencias con los que cuentan los medios audiovisuales europeos son cada vez más exiguos. Esto se debe a la conjunción de dos factores: la crisis económica y la competencia de Internet. Se ha comprobado que las audiencias se fragmentan siempre más en el tránsito hacia lo digital. Las únicas excepciones las encontramos en algunos grandes grupos comerciales. En 2011, los doce grupos europeos de televisión comercial más importantes incrementaron sus beneficios un 3,99% más que las 52 organizaciones pertenecientes a la EBU (35.284 millones de euros ganaron las televisiones comerciales frente a los 33.930 millones de euros de las televisiones públicas). Esta diferencia ha ido creciendo desde 2007, cuando sólo había un 1,9% a favor de los operadores comerciales (de 34.588 millones de euros a 33.911 millones de euros).
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			Sin embargo, los grupos privados de televisión experimentaron la recesión más severa en sus ganancias durante el período comprendido entre 2008 y 2009. Sólo fue un año porque en 2010 volvieron a ganar un 6,9% más y en 2011 otro 5,1% más respecto al valor del año anterior. En este período, los países del norte de Europa aguantaron mejor la recesión que la Europa meridional, que continúa en un momento de contracción. 

			¿Le interesa a toda Europa preservar la televisión y la radio públicas?

			En esta transformación profunda del sistema televisivo, a Europa le interesa mucho defender la televisión pública. Por varias razones, pero fundamentalmente porque tiene una función económica, política y social básica para construir los Estados nacionales y las distintas regiones y comunidades que la forman: la televisión pública debe ser la primera industria cultural de cada país; la televisión pública como vehículo de transformación cultural y tecnológica; la televisión pública como primer productor de contenidos nacionales y en las lenguas nacionales; la televisión pública como benchmarking de la calidad del sistema audiovisual de un país.
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			El caso español
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			La situación de España es muy particular en relación con los otros mercados europeos. La particularidad del sistema público está en su repartición entre televisión y radio públicas nacionales y televisiones públicas regionales. Una situación muy particular, muy cara de perpetuar, que en lugar de racionalizar y hacer más barato el servicio público de televisión, se está trasformando, entre otras cosas, en un peso enorme para el país. La financiación del servicio público español de radiotelevisión nacional (RTVE) es —después de la reforma de 2010— uno de los más baratos de toda Europa, teniendo en cuenta todos los parámetros, en comparación con el resto de los países de dimensiones similares.

			En estos datos de la UER se muestra claramente que RTVE es la sexta radiotelevisión pública europea en cuanto a financiación, pero está detrás de la suiza, que tiene cuatro veces menos de ciudadanos, y tiene una sexta parte de los recursos de las alemanas, donde hay únicamente 2,3 veces más de ciudadanos. Con estos datos, podemos afirmar que RTVE está claramente en una situación de infrafinanciación estructural.
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			Esta situación de infrafinanciación está más clara si se mira el dato de cada hogar y no el conjunto del país. Cada familia española pagaba en 2011 para financiar RTVE 5,66 euros a través del presupuesto público. Esto la sitúa en el puesto vigésimo de Europa, después de los países más grandes, lo que es lógico, pero también detrás de países más pequeños como Bélgica, Grecia, Chipre o Irlanda, y seguramente más pobres, como la República Checa, Croacia, etc. Una situación peligrosa, que pone en riesgo el cumplimiento de la misión de servicio público y que se fraguó en la decisión de eliminar los anuncios publicitarios de su programación, circunstancia que ha colocado a España en una situación muy distinta a la de otros países del sur de Europa.
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			En este gráfico se ve el porcentaje muy alto de financiación gracias a los impuestos recibidos por parte del Estado español, cuando todas las televisiones del sur y del este, pero también en Bélgica y en Holanda, optan por el recurso de la publicidad para completar los presupuestos y no depender tanto del dinero público. Apostar sólo por esta vía de financiación, además, tiene otro gran riesgo, como es la posibilidad de que el Estado decida reducir progresivamente la subvención, que se agrava más todavía en un período de crisis como el actual.

			Como se ve en este gráfico, la velocidad de financiación del servicio público es muy inferior al privado: 7% en los últimos años en términos reales, con lo que la dificultad de financiar la televisión solamente con dinero público aumentará con el tiempo y no parece que se tenga que corregir a corto y medio plazo.

			¿Qué nos deparará el futuro?

			El futuro de la industria audiovisual española no es distinto del futuro de su servicio público de radiotelevisión. Si RTVE sigue en un estado de crisis, si las televisiones públicas autonómicas tienen que cerrar, es posible que todo un sector fundamental para el desarrollo del país desaparezca o se convierta en marginal. El interés de todos los operadores, del gobierno y de la sociedad civil debería ser restablecer cuanto antes las condiciones propias y adecuadas para que el servicio público nacional y local pueda ser otra vez motor de cambio, innovación y transformación. Si esto no es así, el futuro de todas las empresas audiovisuales de ámbito nacional está en riesgo y el futuro de España como país autónomo, con su propia industria e independencia cultural, podría desaparecer en algunos años por falta de masa crítica.

			Sobre el cierre de operadores de televisión públicos en Europa: ERT en Grecia y RTVV en la Comunidad Valenciana2

			Después de la celebración de las jornadas CONTD 2013 en Valencia, dos grandes acontecimientos ocurrieron en el panorama audiovisual europeo que no se pudieron incluir a tiempo en la conferencia. Dos servicios públicos de televisión echaron el cierre, por diferentes razones, en dos países de la Europa del Sur: ERT, la emisora pública nacional de Grecia, y Radiotelevisión Valenciana (RTVV), el canal autonómico de la Comunidad Valenciana, una región mediterránea española. Los dos fenómenos son distintos, teniendo en cuenta el contexto, la situación legal, el tamaño y la calidad de sus respectivos mercados, pero tienen algo en común que necesita ser analizado y considerado.

			Desde mi punto de vista, el principal punto de encuentro es que ambos acontecimientos eran inconcebibles hace tan sólo unos años. Antes de la crisis económica y financiera que arrasó desde 2009 a toda Europa (excepto un grupo de países de la Europa Central y del Norte), nadie podía imaginar que un hecho similar pudiera ocurrir en un escenario europeo. Sólo algunos partidos extremistas venían proclamando desde el principio del siglo xxi la idea que un país de la Unión Europea (UE) moderna pudiera vivir sin un sistema nacional de televisión pública: era el caso de los Países Bajos con el movimiento populista de Pym Fortuyn o de la Lega Norte de Umberto Bossi en Italia. Pero ninguno de los partidos que normalmente gobiernan los países de la UE podía siquiera evocar tal idea: se trataba, efectivamente, de un verdadero tabú hasta 2012.

			Después de cinco años de persistente crisis, sin embargo, especialmente en la Europa del Sur, donde todavía hoy no hay expectativas a la vista de retornar a la situación anterior, han provocado cambios permanentes en la mente de los ciudadanos hasta el punto de digerir la posibilidad, antes impensable, de que se puedan llevar a cabo fuertes y significativos recortes en servicios públicos básicos (educación, sanidad, etc.) o en el bienestar colectivo (subsidios para los parados, vacaciones pagadas o bajas por enfermedad, seguridad laboral, el pago de las pensiones…). Es más, partidos tradicionales de centro o de derecha moderada que anteriormente respetaban este tabú, en la actualidad se encuentran bajo una presión electoral cada vez mayor de los partidos populistas, tanto a su derecha como a su izquierda, hasta tal punto que se están apropiando de algunos de los temas y eslóganes característicos de estos últimos aparecidos en campañas electorales. La abolición del impuesto por el servicio público de televisión es uno de los más populares.

			Hablando cínicamente, sorprende que esto no hubiera sucedido antes. Para un político, atacar el servicio público de televisión (aboliendo o reduciendo los impuestos de los ciudadanos o reduciendo el presupuesto e incluso cerrando el servicio) es una decisión de nulo riesgo político: los votantes siempre se muestran felices de pagar menos impuestos y las consecuencias negativas sólo las pueden comprender los expertos y a largo plazo. El único perdedor inmediato en este juego es la administración del servicio público de televisión, que está obligada a reducir el dinero para la producción de los programas o a despedir personal. Pero, como estos gestores están nombrados por el gobierno o el Parlamento, raros son los casos en los que los CEO de los servicios públicos de televisión bajan a la calle para protestar contra la decisión tomada por los mismos políticos que los han nombrado o con los tienen que renovar su mandato dentro de pocos meses.

			En términos políticos, siendo cínico pero objetivo, se trata de un juego en el que siempre se gana: el gobierno muestra que es valiente para tomar decisiones fuertes y capaces de reducir impuestos en tiempos duros, recordando a los trabajadores de los servicios públicos quién realmente dirige el juego. Además, si los gestores han sido nombrados por un gobierno previo o diferente, el nuevo tiene la excusa perfecta para despedirlos por ser demasiado independientes o por no compartir la actual mayoría política. Finalmente, y no menos importante, la creciente debilidad de los servicios públicos de televisión siempre es bienvenida por los difusores privados o los magnates de la prensa, que se alegran de ver cómo sus más peligrosos competidores se están empequeñeciendo. Los daños y prejuicios los encontramos a largo plazo, por tanto, más allá del horizonte del político que, como todo el mundo sabe, empieza y acaba con las siguientes elecciones, lo que supone un período de entre uno y dos años normalmente. Un tiempo ajustado que explica por qué estas cuestiones no son percibidas por la opinión pública. 

			Los únicos sujetos que se dan cuenta inmediatamente de la amenaza son los directivos y los trabajadores de estos servicios públicos. Pero, como se les acusa de ser la causa del problema (las excusas usuales son: los gastos excesivos, los altos salarios, la corrupción, la pereza, etc.), sus protestas, por lo general, no son creíbles y no encuentran apoyos en el resto del sistema. Tampoco de los partidos de la oposición, que tienen miedo de ser acusados de estar a favor de una mayor presión fiscal y de un mayor gasto público en tiempos de crisis. A veces, otros componentes del sistema que generalmente se benefician de los gastos del servicio público de televisión, como los organismos de gestión de los derechos de autor, los productores independientes, los creadores o los titulares de derechos deportivos, también reaccionan porque ven en peligro una de sus principales fuentes de negocio e ingresos. Pero incluso para estos temas es más fácil reunirse con los gobernantes y exigirles que impongan al servicio público de televisión mantener las inversiones en los programas en el mismo nivel que antes, que actuar contra el gobierno. Y esto significa, en última instancia, tener que descargar toda la reducción de los gastos en la partida de personal, iniciando un círculo vicioso en el servicio público de radiotelevisión que lo debilitará en el mercado aún más.

			Si hasta la crisis de 2008, este «tabú» sólo fue atacado en Malta por el Partido Nacionalista (cuya propuesta original tuvieron que retirar a los pocos meses por ser demasiado «extrema»), después de la crisis, este ataque al servicio público de televisión ha estado presente, con mayor o menor intensidad, en numerosos países: en los Países Bajos (por los partidos populistas), en Francia y España (a causa de la presión de los competidores privados), en Polonia y Portugal (debido a la llegada al gobierno de los partidos liberales), en los países bálticos, Irlanda e Islandia (como consecuencia de la crisis financiera) y, por último, pero el ejemplo más dramático, en Grecia, donde un partido centrista ha decidido cerrar ERT, la emisora nacional, con el objetivo de enseñar sus músculos y mostrar que es capaz de tomar decisiones difíciles, de combatir la presión de los sindicatos, así como de reducir los impuestos. Aunque ninguna de estas impresiones fuera real.

			El caso de las «autonómicas»

			En un contexto europeo tan complejo, la crisis de las televisiones públicas autonómicas en España muestra todos los elementos de la situación antes mencionada, aunque también presenta unas características muy especiales que hacen más difícil evaluar el caso y que tengamos un juicio menos claro sobre lo que ha provocado la crisis en otros países. La clave más importante detrás de la crisis de las autonómicas tiene que ver más con el principio de «independencia» de este servicio público de televisión que con cualquier otro problema antes mencionado. Desde su creación, las autonómicas españolas han fallado en cumplir los criterios de independencia incluso más que el emisor nacional de RTVE. Mientras la independencia de RTVE ha sido uno de los puntos cruciales de la reforma que planteó el conjunto de «sabios» durante el gobierno de Zapatero, como la posibilidad de que el director general del ente fuera elegido por 2/3 de los parlamentarios, entre otras medidas, y ha sido un elemento decisivo en el debate nacional sobre los medios de comunicación, muy poco de eso ha ocurrido en las televisiones y radios locales y regionales, que han sufrido a lo largo de estos años una especie de silencio «legitimador» del derecho de injerencia (o, aún peor, de control) por parte de la Administración regional y local. 

			Esto deriva, en mi opinión, en dos problemas, principalmente: en primer lugar, los mecanismos erróneos de los gobiernos, que nombran a los altos directivos y a los consejos que deben ejercer el control de las cadenas de televisión y radio; en segundo lugar, los mecanismos perversos de financiación, que establecen quién paga por el déficit de estos medios. A lo largo de estos años, una serie de derechos audiovisuales y culturales legítimos de los ciudadanos españoles han sido satisfechos por estos canales: los derechos de las minorías lingüísticas a preservar y promover su propia lengua, el derecho a acceder a información local y regional que complemente el pluralismo de los medios, el derecho a preservar y promover las expresiones culturales en el plano local, etc. Pero lo que faltaba en la foto era exigir a las autonómicas el mismo nivel de garantías que fue pedido por la opinión pública a la empresa nacional de comunicación RTVE, probablemente pensando que el nivel más bajo de los costos y de la complejidad podría permitir una relajación de los principios y atenciones que son necesarios para el cumplimiento de la misión de servicio público de radio y televisión. Por desgracia, la crisis de RTVV (y de los otros medios que inevitablemente le seguirán) nos muestra de una manera incontestable que no hay rebajas en los principios morales cuando un servicio público miente, incluso cuando éste tiene una dimensión más pequeña y local. Por el contrario, es en estos casos cuando se necesita poner más atención, una mayor rendición de cuentas y una mayor participación de los ciudadanos.

			Pero ¿qué ha fallado en el caso de las «autonómicas»? Una parte del problema radica en su constitución original y en la confusión que ha habido desde el principio entre dos modelos: el servicio de radiodifusión para una minoría lingüística territorialmente específico y el servicio de radiodifusión regional. En la primera categoría se incluyen, principalmente, la catalana TV3 (cuyas emisiones son íntegramente en catalán) y la ETB vasca (que emite uno de sus canales sólo en euskera). En la segunda categoría, se incluirían la mayoría de los otros canales, empezando por Telemadrid, cuyo servicio es en sí mismo una contradicción aparente, ya que el servicio de radiodifusión de la capital y de la lengua nacional dominante, el castellano, no necesita ser protegido en términos de respeto hacia una minoría. 

			De acuerdo con todos los mejores modelos prácticos aplicados en Europa, teniendo en cuenta que es adecuado crear servicios especiales para las minorías con un alto grado de autonomía (especialmente si ha habido una historia de represión de algunas lenguas y/o comunidades), la forma más eficiente de servir a los intereses regionales, que son comunes a todos los ciudadanos y no sólo a los que pertenecen a las minorías, es proporcionar estos servicios en el marco de un servicio nacional de radiodifusión. Éste es el caso, por ejemplo, de Alemania, cuyas diez televisiones de los länder están federadas dentro del consorcio ARD, o de Reino Unido, cuyas televisiones regionales forman parte de ITV, o el caso de las tres organizaciones suizas de radio y televisión basadas en la lengua (SF para el alemán y el francés y RTS de RSI para el italiano), dentro del consorcio SSR-SRG. Este modelo permite una economía de escala, sinergias en la adquisición de programas y, lo más importante, proporciona un escudo entre el organismo de radiodifusión y la representación política de la región. Cuando hay una interferencia eventual en el ámbito local el caso se convierte inmediatamente en nacional y surgen un variado número de salvavidas.

			Cuando cada una de las empresas públicas de comunicación es independiente de las demás y, al mismo tiempo, es dependiente de los poderes políticos regionales, como ocurre en España, existe un riesgo muy alto de que las cosas salgan mal. Y esto es exactamente lo que ha pasado. No se cumplían los dos criterios principales para juzgar la existencia del requisito de independencia exigible para las «autonómicas». Los órganos rectores de los organismos de radiodifusión eran nombrados directamente por la mayoría, ya sea a través del parlamento regional o a través del gobierno, y la financiación dependía totalmente del presupuesto de las administraciones correspondientes. Incluso en casos como el de Cataluña, donde formalmente una autoridad independiente se ha establecido para poner una separación entre los poderes locales y los organismos de radiodifusión del gobierno. Tal violación de los principios de independencia del servicio público de radio y televisión se ha producido en muchos casos en nombre de la autonomía y la especificidad de la región, poniendo en valor los derechos de las minorías por encima de otros, como la necesidad de independencia, en una política de trueque de derechos incomparables que no puede ser aceptada.

			En el transcurso de los años, de forma progresiva y paso a paso, los ciudadanos se han ido familiarizando con el hecho de que, cuando hay cambios en el gobierno regional, también tienen que cambiar los directivos y los gestores de los medios públicos autonómicos. Esta vulneración del principio de separación de poderes, que la reforma de los «Sabios» trató de contrarrestar a nivel nacional para RTVE, es aún más devastadora cuando se aplica a nivel local. Las ventajas que proporcionan a un partido político o coalición el control de la emisora son, de hecho, incomparablemente mayores que las ventajas que se podrían conseguir en el ámbito nacional. Por ejemplo, es más fácil controlar las noticias a nivel local y reducir considerable o totalmente el pluralismo con el objetivo de manipular a la opinión pública y ganar las próximas elecciones porque se cuenta con menos medios. Se puede controlar el proceso de selección de personal, proporcionando puestos de trabajo e ingresos permanentes a personas afines o «protegidas», a pesar de su formación, tratando de obtener a cambio el consenso y la lealtad de esos votantes y sus familiares. Se puede tratar de influir en las partidas de gasto de la empresa (por naturaleza, un servicio público de radio y televisión dispone de mucha capacidad de gasto) con el fin de favorecer a empresas, agencias, proveedores próximos al partido que gobierna e, incluso, tener intereses económicos directos o enlaces con los partidos o con la administración de estas empresas.

			El único elemento de disuasión que, por lo general, funciona bastante bien en el ámbito nacional, como es el factor reputacional, no es tan poderoso a nivel local, pues las clases dominantes locales se preocupan menos de su imagen pública. Las ventajas que conlleva el control de la radio y la televisión públicas autonómicas son incomparablemente más numerosas y más grandes que cualquier daño causado, y si además se controlan los otros medios de comunicación locales, como son la prensa, fácilmente se puede tratar de ocultar el problema y limitar al máximo sus consecuencias. En este sentido, la crisis de las «autonómicas» en España es consecuencia más de una crisis «sistémica» (falta de equilibrio de poderes en el sistema), que de la suma de los casos de corrupción o de mala gestión. Y la decisión adoptada por el gobierno español para hacer frente a este problema sólo desde un punto de vista financiero y presupuestario deja sin extirpar la verdadera raíz de los problemas. Sólo una regeneración global del sistema a partir del principio de independencia y una revisión de algunas funciones y servicios (por supuesto, también de recursos) podría poner de nuevo a las «autonómicas» en el carril correcto, pues han sido una experiencia única y muy interesante en el rico panorama de la historia europea de los servicios públicos.

			
				
					1. Jefe de Relaciones Institucionales y Relaciones con los Miembros del Sur EBU-UER.

				

				
					2. Este último apartado refleja el punto de vista personal del autor, puesto que la UER no tiene un posicionamiento sobre este tema. 
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			La regulación del espacio y los contenidos televisivos en la Unión Europea3

			José M. Vidal Beltrán4

			En el marco de un análisis general sobre la «televisión en crisis» y, en especial, desde una perspectiva del espacio y los contenidos televisivos europeos, resulta obligado que, en primer lugar, apuntemos un breve esbozo de la regulación y la política audiovisual europea en relación a la televisión, analizando cuáles han sido y son las pautas regulatorias sobre los contenidos y las libertades informativas, para que, acto seguido, podamos profundizar en la realidad del actual espacio televisivo europeo, en el que, tras implantar los avances tecnológicos que nos está brindando la sociedad de la comunicación global, y frente a la apariencia de una enorme diversidad de contenidos, canales y medios a los que los ciudadanos podemos optar en el medio televisivo, se está constatando un importante proceso de concentración multimedia —tanto en la generación y producción de contenidos, como en la difusión de los mismos—, al tiempo que se está reduciendo el papel que podían desempeñar unos medios públicos plurales e independientes. Todo ello, además, amparado o justificado en la existencia de una grave crisis económica que obliga a buscar sinergias respecto de los medios privados y a reducir gastos en los públicos. 

			Se trata, sin duda alguna, de un proceso imparable que va a transformar en pocos años el panorama mediático europeo. Un panorama en el que los medios nacionales de los países pequeños o medianos —públicos o privados— van a desaparecer o subsistir sobre la base de unos contenidos más locales y sin poder difundir los grandes acontecimientos deportivos, películas de estreno, etc., cuyos derechos exclusivos estarán en manos de los grandes grupos y, por lo tanto, con una menor proyección sobre la audiencia, frente a los grandes grupos europeos o internacionales, cuya programación y contenidos, en abierto o de pago, incluirá los productos más demandados y más atractivos para la audiencia. Nos encontraremos, pues, ante una libre competencia regida por el mercado y conforme a las normativas europeas, pero que estará lastrada por una explotación plurinacional del mercado y por la capacidad de adquirir derechos exclusivos para su difusión, en un acelerado proceso de concentración que puede provocar un importante deterioro en la diversidad y pluralidad del sistema televisivo europeo, con la consiguiente proyección —que también se dará si no se modifica la actual regulación y tendencia— en el control de los contenidos informativos y divulgativos de sus televisiones.

			La política y la regulación sobre televisión de la Unión Europea

			La política y regulación audiovisual europea, así como la creación de un mercado común de la televisión, ha constituido y debe constituir un elemento clave para sentar las bases para la construcción de un espacio audiovisual europeo. Un espacio común que, sin embargo, no puede desligarse de los principios y las libertades informativas, de la libre competencia y de la no concentración de medios, para que, en su conjunto, aseguren un verdadero pluralismo en la creación de los contenidos y en las decisiones editoriales e informativas, como garantía de estas libertades y del desarrollo de un verdadero mercado común televisivo.

			Se trata de unas cuestiones y unos principios fundamentales que deben abordarse de manera conjunta, y que, como ya se planteaba en los Considerandos de la Directiva 89/552/CEE, «es esencial que los Estados miembros velen para que no se cometan actos que puedan resultar perjudiciales para la libre circulación y el comercio de las emisiones televisivas o que puedan favorecer la creación de posiciones dominantes que impondrían límites al pluralismo y a la libertad de información televisiva, así como a la información en su conjunto».5

			Es por ello que, de manera muy breve, apuntaremos los principales trazos de esta política y regulación audiovisual de la Unión Europea6 en lo relativo a: el reconocimiento comunitario de las libertades y derechos informativos; las Directivas de Televisión sin fronteras y servicios de comunicación audiovisual; las otras actuaciones comunitarias en defensa del pluralismo informativo y de contenidos; y las televisiones y el derecho comunitario de la competencia, en el que deberemos hacer especial referencia a las concentraciones, las ayudas financieras a los medios públicos o la convergencia y posición dominante con las nuevas tecnologías. 

			El reconocimiento comunitario de las libertades y derechos informativos

			Para la consecución de un mercado común del sector televisivo, además de garantizarse el eficaz desenvolvimiento de las libertades económicas comunitarias, también deben respetarse las libertades de expresión e información, para propiciar un verdadero pluralismo informativo.

			Sin embargo, estas libertades de expresión e información no estaban reconocidas inicialmente en el TCEE, aunque sí se recogían en multitud de acuerdos internacionales firmados por los Estados miembros y constituían un elemento esencial de sus fundamentos constitucionales. Asimismo, la jurisprudencia comunitaria reconoció, reiteradamente, que los derechos y las libertades fundamentales integrados en las tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros, así como los instrumentos internacionales relativos a la protección de los derechos humanos a los que dichos Estados se habían adherido, especialmente el Convenio del Consejo de Europa para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, de 1950, formaban parte «de los principios generales del derecho cuyo respeto garantiza dicho Tribunal». Con el TUE, esta doctrina se recoge en el Tratado al reconocerse en su art. 6.2: «La Unión respetará los derechos fundamentales tal y como se garantizan en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales firmado en Roma el 4 de noviembre de 1950, y tal y como resultan de las tradiciones constitucionales de los Estados miembros...».

			Estos derechos también se incluyeron en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, en cuyo art. 11 se reconoce la libertad de expresión e información en los siguientes términos: «1. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión. Este derecho comprende la libertad de opinión y la libertad de recibir o comunicar informaciones o ideas sin que pueda haber injerencia de las autoridades públicas y sin consideración de fronteras. 2. Se respetan la libertad de los medios de comunicación y su pluralismo». 

			Todos estos preceptos, por tanto, forman parte del acerbo normativo comunitario y de los países de la Unión Europea y deben constituir unos dogmas de obligado cumplimiento para sus mandatarios y sus ciudadanos.

			Las directivas de Televisión sin fronteras y servicios de comunicación audiovisual

			La creación de un mercado común de los medios de comunicación y especialmente los audiovisuales no puede fundamentarse, únicamente, en actuaciones sobre determinados aspectos técnicos, en el fomento de la producción audiovisual, dejando que la mera aplicación de las libertades económicas del Tratado pueda decidir en este sector sin ningún tipo de traba. 

			De hecho, en el propio Preámbulo de la Directiva 89/552/CEE, se reconoce que las libertades económicas comunitarias, especialmente el derecho al libre establecimiento y la libre circulación de servicios aplicada a la difusión y distribución de servicios de televisión, constituyen, en derecho comunitario, una manifestación del principio general de «libertad de expresión», tal y como se consagra en el art. 10.1 del Convenio de Roma. Esta afirmación ya se derivaba de uno de los argumentos esenciales del Libro Verde sobre Televisión sin Fronteras (COM (84) 300 final), que en su segunda parte valoraba la incidencia que el nuevo panorama audiovisual europeo podía tener sobre las libertades de expresión e información, constituyendo uno de los ejes fundamentales de la nueva Directiva, junto con la regulación sobre los contenidos en la emisión de obras europeas, la publicidad, etc.

			A su vez, este planteamiento se vio reforzado y respaldado en 1992 con la aprobación del TUE al reconocer el más alto valor como Principios Generales del Derecho Comunitario, a los derechos fundamentales reconocidos en el Convenio de Roma de 1950 y a las tradiciones constitucionales comunes de los Estados miembros.

			También en la Directiva 97/36/CE, que reformaba la Directiva sobre televisión sin fronteras, se hace referencia a estos principios, apelando en su considerando n.º 15 a «los derechos fundamentales tal y como se garantizan en el Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales como principios generales del derecho comunitario» que se asumen como elemento fundamental y necesario en la construcción de este espacio audiovisual europeo. Incluso, en su considerando n.º 44 se refiere a «la necesidad de salvaguardar el pluralismo en la industria de la información y en los medios de comunicación, así como la protección de la competencia con vistas a evitar el abuso de posiciones dominantes...» para ser compatibles con el derecho comunitario. 

			Asimismo, la Directiva 2007/65/CE de Servicios de medios audiovisuales sin fronteras establece tres nuevas medidas para favorecer el pluralismo de los medios. La primera es la obligación de cada Estado miembro de garantizar la independencia de la autoridad de reglamentación nacional encargada de poner en práctica las disposiciones de la Directiva —que en España propició la creación del Consejo Estatal de Medios Audiovisuales en la Ley 7/2010, General de Comunicación Audiovisual—. La segunda es un reconocimiento explícito del derecho de los organismos de radiodifusión televisiva de emitir extractos breves de determinados acontecimientos. Y, por último, la promoción de contenidos producidos por empresas de producción audiovisual independientes.

			Estos mandatos se han mantenido en la Directiva 2010/13/UE de Servicios de comunicación audiovisual que, al refundir los textos de las anteriores, ha reforzado estas prescripciones respecto a la defensa y ejercicio de las libertades informativas y el pluralismo, así como respecto a los contenidos en la programación y la publicidad.7

			Por lo tanto, los medios de comunicación, y especialmente la televisión, con su incidencia e implicación en la sociedad actual, deben participar en esas libertades económicas, pero sobre la base de respetar como guía de su actuación las libertades de expresión e información, y para ello resultan necesarias ciertas normas mínimas que permitan una correcta articulación del juego de la libre competencia en dicho mercado con ciertas restricciones en la concentración de medios, o en el abuso de posiciones dominantes que podrían falsear una verdadera competencia e impedir que quedase reflejado el verdadero pluralismo de la sociedad. Esta interrelación constituye una parte esencial de las bases jurídicas comunitarias en la esfera audiovisual y de comunicación de masas, considerándose fundamental y necesaria para la organización del espacio audiovisual europeo.

			Las otras actuaciones comunitarias en defensa del pluralismo informativo y de contenidos

			Este interés, junto con otras actuaciones comunitarias, como las Resoluciones del Parlamento Europeo de 15 de febrero de 1990 o de 16 de septiembre de 1992, solicitando que se propusieran medidas eficaces para el control de la concentración de los medios de comunicación en aras al pluralismo informativo, auspició que a finales de 1992 la Comisión aprobase el Libro Verde sobre pluralismo y concentración de medios en el mercado interior,8 al que siguieron numerosos documentos, como: Pluralismo y concentración de los medios de comunicación en el mercado interior-Evaluación de la necesidad de acción comunitaria, COM (94) 353 final, 5 de octubre de 1994; Libro Verde sobre los servicios de interés general, COM (2003) 270 de 21.5.2003; Libro Blanco sobre los servicios de Interés General COM, (2004) 374 de 12.5.2004, etc., aunque no se consiguió aprobar una Directiva específica para regular el pluralismo y la concentración de medios,9 como después detallaremos. 

			A su vez, el Parlamento Europeo en numerosas ocasiones ha mostrado su preocupación por estas cuestiones y ha instado a la Comisión a proponer medidas concretas, así: Resolución del Parlamento Europeo sobre los riesgos de violación, en la UE y particularmente en Italia, la libertad de expresión y de información (en aplicación del artículo 11, de la Carta de los Derechos Fundamentales) (2003/2237); Resolución del Parlamento Europeo sobre la aplicación de los artículos 4 y 5 de la Directiva 89/552/CEE («Televisión sin fronteras»), en su versión modificada por la Directiva 97/36/CE, A60202 /2005, etc.

			De la misma manera, desde el Consejo de Europa se ha abordado esta cuestión en numerosos documentos e informes: Las concentraciones de medios de comunicación transnacionales en Europa (AP-MD (2004) 007); Informe sobre Pluralismo de los medios en el entorno digital (CDMM (2000) PDE) y Recomendación R(2000)23 sobre la independencia y las funciones de las autoridades reguladoras del sector de la radiodifusión y sus motivos; Memorándum sobre El pluralismo en el mercado de varios canales: sugerencias para el escrutinio regulatorio (MM-SPL (1999) 012def), y Recomendación n.º R(99)1 del Comité de Ministros a los Estados miembros sobre medidas para promover el pluralismo de los medios; Libro Blanco sobre una política europea de comunicación (COM [2006] 374), etc.

			También el documento Europa en marcha hacia la sociedad de la información. Plan de actuación, aprobado por la Comisión en 1994;10 la Directiva 98/84/CE del Parlamento y del Consejo, relativa a la protección jurídica de los servicios de acceso condicional o basados en dicho acceso, cuando en su segundo y tercer Considerandos afirman que la prestación transfronteriza y la libre circulación de los servicios de radiodifusión y los servicios de la sociedad de la información contribuyen a la plena efectividad de la libertad de expresión; así como las múltiples sentencias del TJCE, como la de 3 de febrero de 1993, caso Verónica, o la de 5 de octubre de 1993, sobre el caso TV 10 S.A.,11 u otras sentencias del TEDH, como la de 28 de marzo de 1990, asunto Groppera Radio AG, incluso en decisiones de la CEDH, como las de 12 de julio de 197112 o 12 de octubre de 1973;13 y otras muchas actuaciones y documentos de las instituciones comunitarias como la Introducción del Libro Verde sobre Pluralismo y Concentración de Medios,14 en el que la Comisión concreta las características esenciales del concepto de pluralismo editorial e informativo..., han planteado un amplio conjunto de postulados teóricos y jurídicos que defienden el pluralismo editorial e informativo en el marco de la libre competencia y, en menor medida, el ejercicio de las demás libertades económicas establecidas en los tratados, como aspectos fundamentales en la defensa de las libertades de expresión e información a nivel comunitario. Todo ello reforzado con la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea.15

			La aplicación y el ejercicio de las libertades informativas y la necesidad de respetar el pluralismo en los medios de comunicación deviene, pues, en algo inexcusable en el espacio audiovisual europeo. El problema lo encontramos, sin embargo, en la concreción de los mecanismos necesarios para garantizar estas libertades y este pluralismo. En el ámbito europeo, partiendo desde esa óptica economicista, se ha intentado resolver el problema mediante la aplicación del derecho de la competencia, ajustando ciertos mecanismos a los medios audiovisuales. Así, las decisiones de la Comisión sobre las concentraciones en el sector audiovisual y las propuestas de regulación específicas sobre dichas concentraciones, la libre competencia y la evitación de posiciones dominantes en el acceso al nuevo mercado de las comunicaciones, o el tratamiento de las ayudas financieras a los organismos públicos de radiodifusión, conforme detallaremos en las siguientes páginas, han constituido los instrumentos comunitarios que, aplicando el derecho a la libre competencia, han intentado salvaguardar esta diversidad de opciones y, con ello, el principio del pluralismo y las libertades informativas.

			También debe notarse que esta cuestión sigue preocupando en las instancias europeas, como se constata en el documento SEC (2007) 32 de la Comisión sobre Pluralismo de los medios en los Estados miembros de la Unión Europea, o incluso en los pronunciamientos del vicepresidente de la Comisión y responsable de la Agenda Digital, Neelie Kroes, ante el Parlamento Europeo,16 en junio de 2012, en los que se apunta el camino a seguir para procurar que se garantice la libertad y el pluralismo de medios en la UE, aunque en ningún momento hemos constatado que se planteen unas nuevas medidas normativas concretas con las que apoyar este proceso.

			Las televisiones y el derecho comunitario de la competencia

			Es evidente que el principio de libre competencia constituye uno de los pilares de la economía de libre mercado y uno de los fundamentos del ordenamiento comunitario. Esta regulación, sin embargo, no implica que dichas disposiciones deban concebirse como una estructura rígida e impermeable a cualquier intervención comunitaria, ni que puedan aplicarse por igual en todos los sectores de la economía; sino, más bien, que cada sector del mercado determina los márgenes por los cuales puede discurrir la libre competencia y que «la política de competencia pretende conseguir un nivel de competencia adecuado a las necesidades de cada mercado considerado»,17 dentro del objetivo básico de integración europea.

			La aplicación de este principio al sector de los medios de comunicación mantiene, además, unas particularidades que merecen destacarse (Linde; Vidal; Medina, 2011: 257-306). Las especiales características e implicaciones sociales, económicas y culturales del ejercicio de esta actividad, unidas a los altos costes técnicos y de los derechos de emisión o la producción de programas de cierto nivel de calidad, e incluso, hasta la aparición y generalización del cable y satélite, el escaso número de frecuencias hertzianas disponibles, han favorecido la articulación de un sector del mercado nacional fuertemente condicionado por grandes concentraciones de capital y empresas. 

			Asimismo, el proceso liberalizador del sector de la televisión emprendido en muchos países, junto a los avances técnicos, a partir sobre todo de los años ochenta, ha permitido, de una parte, una multiplicación abrumadora de canales y oferta televisiva, y de otra, que se crearan unas sinergias para competir por ampliar la cuota de mercado que, en su conjunto, han favorecido la tendencia hacia las concentraciones de medios, primero nacionales y después transnacionales.

			Por todo ello, la Comisión y las instituciones comunitarias deberán ser garantes y aplicar el principio de libre competencia en el sector de los medios de comunicación, pero atendiendo a las especiales características de dicho sector, conforme marca la normativa europea y procurando que se creen unas condiciones estructurales del mercado que posibiliten el establecimiento de una pluralidad de fuentes de información y opinión que, a su vez, sean capaces de trasladar, en términos plurales, a las emisiones televisivas, en el marco del amplio debate cultural y político que necesita toda sociedad democrática de una manera permanente. 

			Sobre estos principios y para constatar su aplicación en las actuaciones comunitarias, analizaremos tres áreas sobre las que el derecho de la competencia ha tenido, y puede tener, una incidencia muy importante en este sector: 1. Las concentraciones y alianzas de los medios de comunicación; 2. Las ayudas financieras a las televisiones públicas, y 3. El acceso al nuevo mercado de las comunicaciones.

			Las concentraciones en los medios de comunicación 

			Para evitar que las concentraciones o alianzas entre empresas de comunicación de masas puedan suponer un falseamiento de la libre competencia de los mercados nacionales y una quiebra del pluralismo editorial e informativo, los Estados miembros han ido adoptando ciertas restricciones relativas a la propiedad de los medios de comunicación y, en especial, de las cadenas de televisión. Sin embargo, estas normativas presentan un alto grado de disparidad, tanto en el ámbito de aplicación (restricciones monomedias o multimedias), como en el grado y las modalidades de aplicación de estas restricciones (número de licencias y porcentajes) y otras muchas cuestiones, como el nivel de la transparencia, el grado de precisión de las regulaciones, conforme ya resaltaba la Comisión en el Libro Verde sobre Pluralismo y Concentración de Medios.18

			También en el seno de la Unión Europea se adoptaron algunas normas contra las concentraciones de empresas (Reglamento 4064/89, Reglamento 2367/90, Reglamento 1310/97, etc.), pero estas normas y las que les han seguido, de carácter general, no parecen las más idóneas para aplicarse a un campo tan específico y particular como son los medios de comunicación. Fundamentalmente por las cifras de negocios que se indican en los Reglamentos y que no suelen alcanzarse en este tipo de empresas y porque, además, las empresas de comunicación acostumbran a organizarse y estructurarse en grupos de empresas de los diferentes ámbitos de la comunicación, incluso de otros sectores, y con participaciones cruzadas en muchos casos, planteando una dificultad añadida a la aplicación de los Reglamentos que deberían tomar como referencia los submercados monomedia afectados, frente a estas crecientes interrelaciones y, por tanto, pudiendo escapar a su ámbito de aplicación.19

			A partir de la constatación de estas dificultades y ante la necesaria regulación de este tema de una manera específica, la Comisión, en el apartado II del Libro Verde sobre Pluralismo y Concentración, intentó avanzar en el conocimiento y las posibilidades de actuación en este campo. Sin embargo, a pesar de estas alternativas y las propuestas en el seno de la Comisión, o la insistencia del Parlamento Europeo, todavía no se ha podido concretar una normativa en ese sentido. 

			Al respecto, resulta conveniente reseñar la Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y el Consejo relativa a la protección del pluralismo en control de los medios presentada por el Comisario Monti a finales de julio de 1996. En dicha propuesta se contemplaba la concentración multimedia y monomedia, fijando unos límites a la concentración del 30% de la audiencia para las televisiones y radios, mientras que rebajaba al 10% el límite del consumo total de los medios para el conjunto de los grupos multimedia. Articulando todo ello conforme a los porcentajes detallados respecto a las audiencias y consumos, así como en la participación en el capital social, los consejos de administración, los vínculos financieros, los poderes de nombramiento de personal, o los contratos de suministro y distribución necesarios para la explotación de la empresa de comunicación.

			Con todo, en relación a la concentración de medios y sus posibles alternativas para mantener la libertad de expresión e información sobre la base del pluralismo, siguen siendo válidas muchas de las propuestas del informe sobre Media Concentration in Europe (Sánchez Tabernero et al., 1993) que pueden constituir el eje de lo que ha sido la actuación comunitaria. Entre ellas podríamos apuntar:

			a)	Aumentar la transparencia de la industria de los medios de comunicación y mejorar las bases de datos estadísticos pan­europeos, de tal manera que pueda tenerse una información veraz sobre la propiedad e influencia de las distintas socie­dades.

			b)	Fortalecer la efectividad de los instrumentos de control existentes, de forma que puedan llegar desde el nivel individual hasta los procesos de concentración interfronterizos. Aunque sobre estos aspectos debe reconocerse las dificultades técnicas de la Comisión para abordar por sí sola esta regulación.

			c)	Desarrollar controles sobre las fusiones de los medios de comunicación europeos, con baremos particulares, distintos al resto de sectores.

			d)	Plantear la conveniencia de crear un organismo independiente y supranacional que pudiese controlar esta cuestión y denunciar vulneraciones de estos principios e imponer sanciones.

			e)	Tener en cuenta, especialmente, la protección de los intereses de pequeños países y regiones, así como las culturas minoritarias, para que no se vean privados de sus rasgos de identidad a partir de esos procesos de concentración y unificación.

			f)	Estabilizar y apoyar un sector público de la comunicación en cada uno de los Estados miembros, etc.

			De hecho, de las más de setecientas operaciones de concentración20 de dimensión comunitaria controladas por la Comisión hasta que entró en vigor el Reglamento 1310/97/CE, en marzo de 1998, sólo unas cuarenta estaban relacionadas con los medios de comunicación; aunque cinco de las diez concentraciones prohibidas tenían que ver con dicho sector. En conjunto, puede afirmarse que, sobre bases y argumentos similares a los que hemos comentado en torno al Libro Verde sobre Pluralismo y Concentración y al documento Media Concentration in Europe, la Comisión no ha permitido aquellas concentraciones que pudiesen suponer una posición de dominio monopolístico y, por tanto, afectar a la programación y/o transporte de señal y/o marketing, impidiendo o haciendo casi imposible la aparición de competidores presentes o futuros en una parte importante de la Comunidad Europea. Asimismo, se acepta de buen grado aquellas concentraciones o joint ventures que aseguran el desarrollo de nuevos productos o servicios y que contribuyan al desarrollo de la sociedad de la información y, además, «existe un deseo de asegurar que los mercados audiovisuales (que todavía son predominantemente nacionales) y en particular aquel que afecta a la televisión digital de pago, disfruten de una competencia abierta. A este respecto, será necesario hacer una valoración cuidadosa de las posiciones dominantes y barreras de entrada, especialmente en lo que concierne a infraestructuras (cable, decodificadores...) y derechos de programación».21 No obstante, en este tema, con enormes intereses en juego y con notable diversidad en los argumentos y fundamentos de las diversas opciones,22 deberemos seguir atentos no sólo a la aplicación, sino también a una nueva regulación específica que debería adoptarse en la órbita comunitaria.

			Las ayudas financieras a los organismos públicos de radiodifusión

			En Europa la radio y la televisión nació y se desarrolló, mayoritariamente, en un régimen de monopolio público estatal, hasta que a partir de los años ochenta, fueron privatizándose alguno o todos sus canales, al tiempo que se permitió la explotación y se otorgaron concesiones a los operadores privados, por lo que en muchos países coexiste la explotación del servicio de radiodifusión mediante gestión directa de empresas u organismos públicos y de otros operadores privados. 

			Esta doble explotación de los servicios de comunicación audiovisual, por operadores públicos y privados, con unas programaciones similares en pos de una audiencia mayoritaria y la competencia por el mismo mercado publicitario, ha motivado numerosas denuncias por parte de los operadores privados ante la doble financiación y el falseamiento de la libre competencia desde algunos operadores públicos. Tanto es así que el TJCE en numerosas sentencias (Sacchi, ERT...), admitió con carácter general la existencia de monopolios en este sector, aunque matizó que para ello las empresas encargadas de la gestión de servicios de interés general debían dirigir sus actuaciones al cumplimiento de la misión específica que se les había encomendado. 

			A su vez, se han planteado numerosas quejas y denuncias ante la Comisión, que ha debido resolver, analizando y determinando si las cantidades aportadas a las empresas o entes públicos se ajustaban a las obligaciones de servicio público impuestas a dichas cadenas y, por lo tanto, si estas ayudas se ajustaban al Derecho Comunitario sobre Competencia, teniendo en cuenta las Directivas sobre transparencia de las relaciones financieras entre los Estados miembros y las empresas públicas, así como a la transparencia financiera en determinadas empresas,23 y las disposiciones sobre radiodifusión. 

			Asimismo, desde las instituciones europeas se ha intentado resolver este debate conjugando los mandatos comunitarios respecto a la libre competencia y la necesidad de mantener unos organismos públicos que puedan prestar el servicio público que cada Estado determine en su marco legislativo. Entre estas actuaciones y acuerdos adoptados podemos destacar:

			
					El Protocolo recogido en el Tratado de Amsterdam sobre el sistema de radiodifusión pública en los Estados miembros que posibilitó, de manera expresa, la existencia de una doble financiación de las televisiones públicas al establecer: «Las disposiciones del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea se entenderán sin perjuicio de la facultad de los Estados miembros de financiar el servicio público de radiodifusión en la medida en que la financiación se conceda a los organismos de radiodifusión para llevar a cabo la función de servicio público tal como haya sido atribuida, definida y organizada por cada Estado miembro, y en la medida en que dicha financiación no afecte a las condiciones del comercio y de la competencia en la Comunidad en un grado que sea contrario al interés común, debiendo tenerse en cuenta la realización de la función de dicho servicio público».

					La Resolución del Consejo y los Representantes de los Gobiernos de los Estados miembros, reunidos en el seno del Consejo el 25 de enero de 1999, en la que se resaltaba la importancia de la función global de los organismos públicos de radiodifusión en el nuevo marco de la sociedad de la información, considerando que el servicio público de radiodifusión cumple unas funciones culturales, sociales y democráticas que redundan en beneficio de todos y tienen una importancia fundamental para garantizar la democracia, el pluralismo, la cohesión social y la diversidad cultural y lingüística, siendo de gran importancia para poner al alcance de los ciudadanos los beneficios de los nuevos servicios audiovisuales, de información y de las nuevas tecnologías. Al mismo tiempo que debe mantenerse y reforzarse la capacidad de los servicios públicos de radiodifusión de ofrecer a la población programas y servicios de calidad, incluidos el desarrollo y la diversificación de actividades en la era digital y, todo ello, compatibilizando, en su caso, la doble financiación de estos medios.24


					La Comunicación de la Comisión sobre los servicios de interés general en Europa que resaltaba el papel fundamental que desempeñan los medios de radiodifusión en el funcionamiento de las sociedades democráticas y, sobre ello, planteaba la necesidad de una reglamentación específica en aras a un interés general basado en valores como «la libertad de expresión y el derecho de réplica, el pluralismo, la protección de los derechos de autor, la promoción de la diversidad cultural y lingüística, la protección de los menores y de la dignidad humana y la protección del consumidor».25


					La Comunicación, en noviembre de 2001, de la Comisión sobre la aplicación de las normas en materia de ayudas estatales a los servicios públicos de radiodifusión,26 que enunció los principios que deben seguirse en la aplicación de los artículos de los Tratados relativos a la libre competencia en relación a la financiación estatal de los servicios públicos de radiodifusión. 

					La Comunicación, de 2 de julio de 2009, de la Comisión sobre la aplicación de normas estatales en materia de ayudas estatales a los servicios públicos de radiodifusión. Con ello se clarifica la aplicación de las cuatro condiciones que se detallan en la STJCE, Asunto C-200/00, Altmark,27 así como las prescripciones sobre transparencia establecidas en la Directiva 2006/111/CE.Sobre estas bases cada Estado puede establecer los mecanismos que considere más adecuados para financiar sus servicios públicos de radiodifusión, siempre que dicha financiación no afecte a las condiciones de libre competencia en un grado contrario al interés común y se utilice para la realización del servicio público, conforme haya sido definido por el propio Estado y se le haya encomendado a la empresa u organismo radiodifusor.

El acceso al nuevo mercado de las comunicaciones

La transición de la transmisión analógica a la digital, unida a la convergencia y mayor influencia de la informática y las telecomu­nicaciones en el nuevo modelo de televisión actual, han modificado los esquemas tradicionales, multiplicando el número de canales y abriendo un amplio abanico de posibilidades en la creación, programación y difusión de contenidos en los medios desconocidas hasta el momento.28 

En estos campos, aprovechando las novedades tecnológicas en un mercado en desarrollo constante, una empresa importante del sector podría intentar conseguir una posición de dominio, creando un monopolio de hecho sobre una parte importante de las redes de distribución, los contenidos de la programación o las novedades tecnológicas de uso generalizado. Este nuevo mercado y la convergencia de tecnologías entrañan algunos riesgos y permiten que determinadas actuaciones empresariales puedan falsear la competencia, eliminar la pluralidad o ser altamente gravosas para los consumidores. En esta línea pueden inscribirse: los peligros que se plantean en relación con las infraestructuras necesarias para la difusión de la señal televisiva; la falta de información y transparencia en materia de normas y reglamentaciones técnicas; los contenidos audiovisuales que tienen una demanda generalizada y no se ofrecen en sistemas abiertos; los sistemas de acceso condicional y los decodificadores; o las guías de programación electrónica.

Para resolver estas cuestiones y evitar el abuso de posiciones dominantes se han llevado a cabo numerosas actuaciones y normativas comunitarias que no procede detallar en esos momentos y sobre las que, a modo de ejemplo, podemos apuntar: el Libro Verde sobre la convergencia de los sectores de las telecomunicaciones, medios de comunicación y tecnologías de la información; la Comunicación de la Comisión del documento COM (98) 446 final, con el título Política audiovisual: las próximas etapas; la Directiva 98/48/CE relativa a la protección jurídica de los servicios de acceso condicional o basados en dicho acceso; la Directiva 2002/21/CE relativa al marco común de las redes y los servicios de comunicación electrónica; la Comunicación de la Comisión del documento COM (2007) 836 final, sobre los contenidos creativos en línea en el mercado único; la Recomendación de la Comisión 2009/625/CE, sobre la alfabetización mediática en el entorno digital para una industria audiovisual y de contenidos más competitiva y una sociedad del conocimiento incluyente, etc.

El panoráma mediático y los grandes grupos de comunicación en la Unión Europea 

Una vez apuntadas las grandes líneas de la política y regulación de la Unión Europea, en la creación de un mercado común de la televisión y conforme hemos apuntado con anterioridad, procede destacar que una de las proyecciones más directas que está propiciando el desarrollo de este mercado común de la televisión, ligado a la implantación de los nuevos avances tecnológicos en este campo, es el aumento exponencial del número de canales y contenidos a los que podemos optar los ciudadanos europeos. 

Sin embargo, esta realidad y esta aparente mayor oferta va pareja a un importante proceso de concentración multimedia —tanto de difusión como de generación y producción de contenidos—, y a la reducción del protagonismo y papel de los medios públicos como garantes del pluralismo y la independencia en la generación de los contenidos e informaciones.

Tanto es así que estamos asistiendo a la conformación de grandes grupos de comunicación de masas en Europa. Un proceso relativamente incipiente, pero que ya puede constatarse con la existencia de unos grandes operadores multimedia que cada día tienen un peso mayor y una incidencia más importante en la generación de contenidos e informaciones en muchos países europeos.

Al respecto, debemos notar que está siendo un proceso difícil, dado que se partía de una estructura televisiva estatal, dominada por los medios televisivos públicos que iniciaron su proceso de privatización en la década de los años ochenta, y en el que también existían regulaciones muy distintas en cada país, como se constató en el Libro Verde sobre Televisión sin Fronteras.29 A su vez, también deben reseñarse las dificultades que entrañan las barreras lingüísticas y culturales de los distintos países y que suponen un handicap añadido. 

A pesar de todo ello, puede observarse como en los últimos años se ha extendido y consolidado la tendencia en algunos grandes grupos a la apertura de nuevos mercados más allá de sus fronteras nacionales, produciéndose una importante concentración transnacional (Sotelo González, 2007) en la propiedad de los medios europeos. 

Se trata de un proceso que, quizá por algunos de los factores culturales y lingüísticos que hemos apuntado, se ha ido fraguando, en muchos casos, con un crecimiento o compra de otros medios en aquellos países más próximos o con afinidades culturales y lingüísticas, y que se ha acelerado con el tránsito de la emisión en analógico a la digital. También se ha observado que se trata de un proceso muy difuso y variable, en el que una misma empresa matriz puede tener participaciones, en distinto grado e implicación, en diferentes grupos de comunicación de otros países europeos y no sólo en la propiedad de su accionariado, sino también en las decisiones de producción y distribución de los contenidos comunicativos, por lo que resulta difícil encontrar empresas que sólo se proyecten en un ámbito de los medios. Por otra parte, también se ha constatado un mayor interés en la expansión a otros países de las empresas cuya actividad y facturación principal está centrada en la comunicación de masas, frente a la menor proyección de las que también tienen intereses en otros sectores de la economía. 

Así que, a poco que analicemos este panorama mediático europeo, podemos constatar el retroceso de los medios públicos nacionales y la pujanza de unos grandes grupos multimedia europeos que antes operaban en un solo país y que ahora ya se han expandido en otros muchos países de la Unión Europea. Son bastantes los grupos que han tenido esta proyección más allá de sus mercados nacionales. No obstante, para detallarlos pueden utilizarse varios criterios, desde los que se asocian a la audiencia, el impacto o la difusión de los medios,30 hasta los que se fijan en los ciertos aspectos económicos, como la estructura de la propiedad, la composición de los consejos de administración (Almiron, 2011, 2009, 2008) o el volumen de ingresos,31 aunque en casi todos ellos coinciden, con uno u otro orden, los mismos grandes grupos. En este artículo, y como mera referencia de esta realidad, baste, como ejemplo, reseñar los diez primeros grandes grupos por volumen de facturación en los ámbitos multimedia, que he agrupado por el país en el que está su sede social, resultando: 



			

			
					Bertelsmann AG (Alemania)

					ProSiebenSat.1 Media AG (Alemania)

					Axel Springer AG (Alemania)

					Bouygues SA (Francia)

					Vivendi SA (Francia)

					Lagardère SCA (Francia)

					ITV Plc (Reino Unido)

					Daily Mail and General Trust Plc (Reino Unido)

					Mediaset SpA (Italia)

					RCS Mediagroup SpA (Italia)Comopodemos observar el país germano se sitúa a la cabeza en cuanto a grupos mediáticos de relevancia europea, con: Bertelsmann AG, ProSiebenSat.1 Media AG, y Axel Springer AG. Entre ellos, el Grupo Bertelsmann es el primer operador audiovisual europeo con RTL, gestionando 46 canales de televisión y 29 emisoras de radio en nueve países. También es uno de los líderes mundiales en producción de contenidos, con 9.200 horas de televisión al año programadas en 58 países y más de 300 programas en el aire o en producción a lo largo del mundo. Además, tiene intereses en la prensa impresa, el negocio editorial y otros ámbitos. Por su parte el grupo ProSiebenSat.1 Media AG opera en televisión comercial, canales de pago, emisoras de radio y los negocios relacionados con la impresión en 13 países europeos. Mientras que Axel Springer AG es un grupo editorial que controla el 25% del mercado alemán de la prensa y participa en unas 150 publicaciones en 32 países. De hecho, publica Bild, el diario más vendido en Europa. 

El panorama de los medios de comunicación social privados en Francia (Llorens, 2006: 217-227) está dominado por tres grandes grupos con intereses en otros ámbitos, pero con una presencia destacada en la comunicación. El primero de ellos, Bouygues SA, actúa en tres sectores claramente diferenciados: construcción; telecomunicaciones y medios de comunicación; e industria energética y de transporte, opera en 80 países, aunque en el ámbito mediático su actividad se centra en Francia, con el grupo TF1 y en la producción y difusión de varios canales temáticos que se emiten en numerosos países europeos. El grupo Vivendi SA que, entre otros sectores, tiene intereses en la edición musical, la producción cinematográfica, el mundo editorial, los servicios de televisión de pago (Canal +), la radiodifusión, los servicios de telecomunicaciones, o la edición de videojuegos, también está presente en numerosos países europeos y de otros continentes. Por último, el grupo Lagardère SCA, está vinculado a los sectores editorial, revistas, publicación electrónica, emisoras de radio, producción audiovisual, los contenidos en línea, deportes y entretenimiento, derechos de transmisión, puntos de venta, publicidad, etc., al mismo tiempo que tiene una importante participación en el holding EADS (European Aeronautic Defence and Space Company), y que en el ámbito de los medios se centra principalmente en el mercado francés, aunque también tiene 26 emisoras de radio de siete países, 39 publicaciones editadas en Francia y 87 en el resto de mundo, así como 11 canales de televisión en todo el planeta.

En el Reino Unido hemos destacado los grupos ITV Plc y Daily Mail and General Trust Plc, como dos de los grandes grupos mediáticos privados europeos. El grupo ITV Plc, que surge en 1993 a partir de la fusión de Granada y Carlton, explota numerosas franquicias de televisión privada en Gran Bretaña, al tiempo que participa en otros negocios de producción, agencia de noticias, etc. Por su parte, el grupo Daily Mail and General Trust Plc (DMGT) opera en negocios de prensa nacional y regional, televisión y radio en Gran Bretaña y en otros países europeos, asiáticos, etc.

Por último, podemos destacar dos grandes grupos italianos —con gran incidencia y proyección en España— como son: Mediaset SpA y RCS Mediagroup SpA. El Grupo Mediaset SpA, cuyo principal accionista es Silvio Berlusconi, opera principalmente en el ámbito de la producción, publicidad y difusión televisiva en Italia y España, aunque también tiene participación en diversos medios de comunicación en Marruecos, Serbia, China, Croacia, Suiza, Malta, San Marino, o Eslovenia. Por su parte, el grupo RCS Mediagroup SpA es el principal grupo editorial italiano, con intereses en los negocios de libros, periódicos, revistas, publicidad radio e Internet, igualmente tiene intereses en prensa, revistas, radio, televisión y nuevos medios en otros países como España (Unidad editorial), Portugal, etc.

Las televisiones regionales. Especial referencia a RTVV

En esta visión general sobre el panorama de las televisiones en la Unión Europea, resulta también necesario comentar el papel y la importancia que están asumiendo y que parece seguirán asumiendo en un futuro las televisiones de proximidad y, en especial, las que llamamos televisiones regionales.

Estas televisiones, que tienen una configuración distinta en cada uno de los grandes países europeos, desde constituir la estructura central de los medios públicos en Alemania, pasando por el peso e incidencia de las televisiones autonómicas españolas, hasta conformarse con ser la suma de algunas televisiones locales y con pretensiones bastante más modestas, se convierten, sin embargo, en el punto de referencia para los ciudadanos en un mundo cada día más globalizado.

Su oferta televisiva en la que se combina una parte de televisión fórmula capaz de competir con las grandes cadenas —privadas o públicas— estatales, pero con una programación que refleja las identidades sociales, culturales o lingüísticas de la población de una determina región, permite mantener este sentimiento identitario y de apego a las propias esencias que han conformado la realidad de cada pueblo, en una sociedad que, precisamente a través de los medios de comunicación, cada día socializa y unifica los valores, creencias e incluso memorias de todos y cada uno de los ciudadanos del mundo en la aldea global en la que vivimos.

Se trata, por tanto, de modelos televisivos que, en buena parte de los casos no son rentables en lo económico. Sus costes de producción no difieren mucho de las grandes cadenas y su audiencia potencial, por las características culturales o lingüísticas, es mucho más reducida. Este hecho es una cuestión a valorar por las autoridades y la regulación de la Unión Europea que, sin embargo, no hace distinción alguna respecto a estas cadenas regionales y deja, sobre todo en la definición del servicio público para permitir una financiación pública, que sean los propios Estados quienes regulen este aspecto.

Será, pues, en cada marco normativo estatal o en las posibilidades de desarrollo legislativo que tengan las autoridades regionales donde se regularán estas televisiones y donde se articula el futuro de las mismas. Al respecto y quizá por lo paradigmático de esta cuestión quisiera hacer un breve apunte sobre lo ocurrido con la Radiotelevisión Valenciana (RTVV).32

Precisamente, RTVV se ha convertido en un caso paradigmático en el que su marco jurídico, frente a lo que debía ser una televisión regional, ha permitido que se imitase el modelo-fórmula de cadena estatal, con los condicionantes económicos que hemos apuntado, lo que unido a una mala gestión y una constante manipulación o utilización partidista por los distintos gobiernos de la Generalitat, han motivado una escasa valoración y una baja audiencia, hasta el punto que el propio Consell de la Generalitat, en una especie de intento para no aplicar una sentencia contraria a sus intereses en la tramitación de un ERE sobre la plantilla de la televisión, ha decidido cerrarla en un proceso kafkiano, cuyas imágenes de apagado han dado la vuelta al mundo. 

Probablemente se trate de un ejemplo de todo aquello que no debe hacer una televisión regional y, sobre todo, lo que no debe hacer un gobierno regional. Se trataba de una televisión cuyas líneas de actuación, conforme a la propia regulación autonómica, estaban totalmente manejadas por el gobierno autonómico hasta que con el anuncio de su cierre los trabajadores se sintieron libres para opinar. En los pocos días que duró esta experiencia el prestigio de Nou (antigua Canal 9) subió como la espuma y su audiencia, con una programación y contenidos de mayor libertad y proximidad, se triplicó. El miedo de las autoridades a estos contenidos, sin embargo, les hizo cometer mil tropelías jurídicas hasta que consiguió cerrarla rápidamente con una nueva ley.

Todo un recorrido, que ha ido desde el caos al esperpento, en forma de acuerdos políticos acelerados que conllevaban decisiones con contenido jurídico —Decreto Ley 5/2013, de la Generalitat, que modifica la Ley 3/2012, del Estatuto de la RTVV, y Ley 4/2013, de la Generalitat, sobre el cierre de RTVV—, cuyas consecuencias no podrán desligarse de los posibles recursos que puedan interponerse, tanto respecto a la adecuación al marco jurídico constitucional, como sobre la afectación de los derechos particulares de los trabajadores, de las empresas que mantenían algún tipo de relación contractual con RTVV, de la cesación en la utilización del espectro radioeléctrico, etc. E incluso, con las repercusiones que puedan derivarse de la custodia de la documentación que se está investigando o pueda investigarse en los distintos procesos penales en los que se había visto envuelta RTVV (Gürtel, acoso y abusos sexuales por el exsecretario general, Triskel…).

Son y van a ser muchos los frentes abiertos que se derivan del cierre de RTVV y que van a ir conformando, durante varios años, un conjunto jurisprudencial, nuevo en muchos aspectos, que nos permitirá conocer y delimitar doctrinalmente los aciertos o errores jurídicos cometidos durante este proceso y los aspectos que deben considerarse o atenderse en decisiones de este tipo. Pero, también, nos ha permitido constatar cómo resulta relativamente sencillo cerrar una televisión autonómica que, tras el cierre de la televisión pública griega, ha constituido un nuevo episodio que debe hacernos reflexionar sobre la necesidad de establecer un marco regulatorio más adecuado para evitar los desmanes y los atropellos que pueden sufrir este tipo de televisiones públicas regionales.

La crisis y el nuevo paradigma televisivo en Europa 

Conforme a lo analizado en las páginas precedentes, hemos podido constatar cuál ha sido la regulación y las actuaciones de las instituciones europeas sobre el espacio y los contenidos televisivos europeos y, por otra parte, cuál es la realidad actual y los grandes grupos de comunicación europeos, así como la proyección futura en la que apunta dicho panorama televisivo.

Estamos, sin duda alguna, ante un nuevo paradigma, en parte resultado de la crisis económica de muchos países europeos, en el que se está produciendo un importante cambio en la estructura de los medios televisivos de los países europeos hacia un proceso de concentración transnacional y europeización de los mismos. O en otras palabras, del cambio del modelo nacional de medios televisivos a un modelo europeo de medios televisivos, en el que, según la tendencia actual, los medios de matriz alemana, inglesa —quizá también desde la perspectiva inglesa deberíamos añadir Estados Unidos—, italiana y, en alguna medida, francesa, van a copar el mercado europeo.

Con este avance hacia el nuevo paradigma no se pretende afirmar que desaparecerán los medios privados nacionales de los otros países, ni mucho menos, sino que entrarán en la dinámica de las producciones de contenidos, programas o compra de grandes eventos marcados por la matriz e, incluso, en las líneas editoriales que puedan proyectar desde su accionariado mayoritario, aunque sea sobre una base nacional en la producción diaria de estos contenidos e informaciones. 

Es evidente que con ello se está avanzando en la construcción de un mercado europeo y en la construcción europea. Objetivos loables y que entroncan con la propia realidad de la Unión Europea y sus fines. El problema o la reflexión que debemos plantear ante esta nueva realidad es que en este contexto estamos jugando no sólo en el ámbito del mercado, sino también en el de la cultura, las identidades nacionales y, en último término, en las libertades de expresión e información y el pluralismo de los medios de comunicación, como garantes de cualquier sistema democrático. 

De hecho, en el artículo 11 de la Carta de los Derechos Fundamentales, y en el artículo 10 de la Convención Europea para la Protección de Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, se reconoce que esta pluralidad y estas libertades de información son unos elementos claves de cualquier sistema democrático y, además, constituyen unos derechos fundamentales de los ciudadanos europeos. Pero ya se han apuntado las dificultades que han existido y existen para evitar ciertas concentraciones y garantizarlos por parte de las autoridades europeas, como ponía de manifiesto el propio vicepresidente de la Comisión, Neelie Kroes,33 al afirmar que: «Actualmente, la UE no tiene competencia legal para actuar en este ámbito como parte de sus actividades normales. Por otro lado, no quiere precipitarse en la regulación. En algunos casos, la regulación puede apoyar la libertad. Pero si nuestro objetivo es separar los medios de comunicación de los gobiernos o parlamentos, el riesgo es que la regulación haga exactamente lo contrario».

Por otra parte, según las actuales regulaciones y los indicadores de las posibilidades de garantizar este pluralismo y estas libertades,34 parece que únicamente residen en las autoridades nacionales. El problema se plantea cuando, en primer lugar, estas garantías que deberían regularse y garantizarse por las autoridades nacionales no están ni debidamente reguladas, ni garantizadas por los propios gobiernos de turno, que en muchos casos las vinculan a sus intereses particulares (baste poner el ejemplo de España, que tras la previsión de crear una alta autoridad audiovisual en la Ley 7/2010 —que contemplaba la creación del Consejo Estatal de Medios Audiovisuales—, con la Ley 3/2013 se ha quebrado esta posibilidad, distribuyendo sus posibles funciones entre el Ministerio de Industria, el Ministerio de Presidencia y la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia). E, incluso, cuando podemos observar las limitaciones que las legislaciones nacionales les imponen a los medios públicos —Ley 8/2009, para la Corporación RTVE—, o las reversiones hacia un mayor control gubernamental de estas televisiones públicas estatales, conforme está ocurriendo con los cambios legislativos y las actuaciones políticas respecto a RTVE. Tampoco podemos olvidar la infame gestión, tanto en la manipulación como en la mala gestión de ciertas televisiones públicas autonómicas, como Canal 9 o Telemadrid que, después, han permitido una voladura controlada de las mismas y un reparto de la producción de sus contenidos entre empresas afines.

Estamos, por lo tanto, ante unas claras evidencias de transformación del panorama televisivo europeo, en el que se avanza hacia una concentración transnacional de los medios televisivos en manos de algunos grandes grupos europeos y algún que otro americano, propiciada, en parte, por la legislación y las posibilidades de desarrollo del mercado único europeo, pero en la que no se han tenido en cuenta los factores consustanciales a este proceso de europeización, que también puede conllevar algunos riesgos y problemas, fundamentalmente en aras a la defensa de las culturas e identidades nacionales y la pluralidad informativa. Frente a ello, sólo se ha actuado en:
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